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SOLICITUD DE EJERCICIO DE LA FACULTAD DE ATRACCIÓN 454/2015.

SOLICITANTE: SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.
PONENTE:

MINISTRO ALBERTO PÉREZ DAYÁN.
SECRETARIA:

GEORGINA LASO DE LA VEGA ROMERO.

Ciudad de México. Acuerdo de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondiente al día diecisiete de febrero de dos mil dieciséis. 
VISTOS, para resolver la solicitud de ejercicio de la facultad de atracción identificada al rubro; y 
RESULTANDO:
PRIMERO. Principales antecedentes. Mediante escrito presentado el quince de junio de dos mil quince ante la Oficina de Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Federal, Filippo Osernigo y otros, demandaron el amparo y protección de la Justicia Federal contra las autoridades y por los actos que a continuación se precisan:

· Del Congreso de la Unión [Cámara de Senadores y Cámara de Diputados] y Presidente Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos, en el ámbito de sus respectivas atribuciones, la aprobación, expedición, refrendo y publicación, de la "Ley General para la Atención y Protección a Personas con la Condición de Espectro Autista", publicada en el Diario Oficial de la Federación el treinta de abril de dos mil quince.

· Del Congreso de la Unión [Cámara de Senadores y Cámara de Diputados] y Presidente Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos, en el ámbito de sus respectivas atribuciones, la aprobación, expedición, refrendo y publicación, del Decreto por el que se reforman los artículos 33, fracción IV bis y 41 de la Ley General de Educación, publicado en el Diario Oficial de la Federación el once de septiembre de dos mil trece.
Los promoventes invocaron como derechos fundamentales violados en su perjuicio, los que se consagran en los artículos 1, 3, 5, 14, 16 y 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 1, 3, 4, 5, 8, 12, 24 y 27 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad.
Asimismo, narraron los antecedentes del caso y formularon los conceptos de violación que estimaron pertinentes.
Por acuerdo de diecisiete de junio de dos mil quince, el Juez Decimosexto de Distrito en Materia Administrativa en la Ciudad de México, ordenó formar el expediente relativo con el número 1314/2015; y en atención a que la demanda fue promovida por diversos quejosos que afirman contar con una discapacidad, con fundamento en el artículo 8 de la Ley de Amparo, solicitó al Instituto Federal de Defensoría Pública que "asigne un asesor jurídico, de preferencia especialista en derechos humanos, para que comparezca ante este órgano judicial, a efecto de que sea su representante especial [de los quejosos], en el entendido de que su función se limita a coadyuvarlos para el mejor trámite del presente asunto".
SEGUNDO. Trámite del recurso de queja. Inconformes con la anterior determinación, mediante escrito presentado el veinte de junio de dos mil quince ante la Oficina de Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito en Materia Administrativa en la Ciudad de México, los quejosos interpusieron recurso de queja en su contra.
Mediante auto de siete de julio de dos mil quince, el Presidente del Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito admitió a trámite el recurso de queja, registrándose el expediente relativo con el número 186/2015.

En sesión de dieciséis de octubre de dos mil quince, el Tribunal Colegiado dictó sentencia que culminó con el siguiente punto resolutivo: "ÚNICO. Se ordena remitir a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los autos del Q.A 186/2015 por las razones anotadas en el último considerando de esta resolución".
TERCERO. Trámite de la solicitud de ejercicio de la facultad de atracción. Por acuerdo de veintiocho de octubre de dos mil quince, el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación admitió a trámite la solicitud de ejercicio de la facultad de atracción que se registró con el número 454/2015; asimismo, ordenó se turnara el asunto al señor Ministro Alberto Pérez Dayán y se radicara en la Sala de su adscripción. 

En proveído de dieciocho de noviembre de dos mil quince, la Presidenta en funciones de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, determinó que ésta se avoca al conocimiento del asunto.

CONSIDERANDO:
PRIMERO. Competencia. Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para resolver la presente solicitud de ejercicio de la facultad de atracción, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 107, fracción VIII, último párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 40 y 85 Ley de Amparo y 21, fracción III, inciso b), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, con relación a lo previsto en el punto Tercero del Acuerdo General Plenario 5/2013, en virtud de que se estima innecesaria la intervención del Tribunal Pleno para su resolución. 

SEGUNDO. Consideraciones previas. De acuerdo con lo previsto en el artículo 107, fracción VIII, último párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para que la Suprema Corte de Justicia de la Nación ejerza su facultad de atracción para conocer de un asunto de la competencia de los Tribunales Colegiados de Circuito, es necesario que se satisfagan los siguientes requisitos: 

· Formales:

Debe ejercerse de oficio o a petición fundada del correspondiente Tribunal Colegiado de Circuito o del Procurador General de la República. 

· Materiales: 

A juicio de este Alto Tribunal, el asunto debe revestir características de importancia y trascendencia. Esto, es la naturaleza intrínseca del caso debe revestir un interés superlativo reflejado en la relevancia del tema [importancia] así como un carácter excepcional o novedoso que entrañe la fijación de un criterio normativo para casos futuros [trascendencia]. 

Lo excepcional deriva asimismo de la complejidad sistémica que presentan algunos asuntos por su interdependencia jurídica o procesal; esto es, aquellos que están relacionados entre sí de tal forma que se torna necesaria una solución que atienda a las consecuencias jurídicas de todos y cada uno de ellos.

Cabe señalar que los aludidos presupuestos materiales se desprenden de los diversos criterios que la Suprema Corte de Justicia ha emitido en relación con lo que debe entenderse por interés o trascendencia, de los que se distinguen dos tipos de requisitos: 

· Los de carácter cualitativo, entre los que se encuentran conceptos tales como: “gravedad”, “trascendencia”, “complejidad”, “importancia” o “impacto”. Dentro de estos conceptos se comprenden otros derivados, a saber: “interés de la Federación”, “importancia derivada de la existencia de un conflicto de poderes”, “trascendencia jurídica”, “trascendencia histórica”, “interés de todos los sectores de la sociedad”, “interés derivado de la afectación política que generará el asunto”, “interés económico”, “interés asociado a la convivencia, bienestar y estabilidad de la sociedad”. 

· Los de carácter cuantitativo, entre los que se advierten  conceptos como: “carácter excepcional”, “que el asunto no tenga precedentes”, “que sea novedoso”, “que el asunto se sale del orden o regla común”, “que el asunto no tenga similitud con la totalidad o la mayoría de los asuntos” o “que se expresen razones que no cabría formular en la mayoría o en la totalidad de los asuntos”. 

· Unos y otros pueden tener un carácter eminentemente jurídico–complejidad, excepcionalidad, novedad–, o bien, un carácter extrajurídico–trascendencia histórico, político, interés nacional–.

Por tanto, con el fin de delimitar y ordenar estos criterios, se estima pertinente utilizar los conceptos “interés” e “importancia” como notas relativas a la naturaleza intrínseca del caso, tanto jurídica como extrajurídica y el concepto de “trascendencia” para reflejar el carácter excepcional o novedoso que entrañará la fijación de un criterio normativo para casos futuros.

En tal contexto, es menester destacar que si bien los recursos de queja, por regla general, corresponden a los tribunales colegiados y que conforme a los artículos 107, fracciones V y VIII, último párrafo, de la Constitución Federal, así como 40 y 85 de la Ley de Amparo; al aludir a la facultad de atracción únicamente establecen su procedencia respecto de "amparos directos" y de los "recursos de revisión”.

Lo cierto es que esta Segunda Sala también ha determinado que ello "no es obstáculo para que este Alto Tribunal, si así lo estima pertinente, ejerza la facultad de atracción para conocer de dichos recursos, toda vez que la teleología del referido precepto [107, fracción, VIII, último párrafo, de la Constitución Federal] es fijar una facultad genérica tendente a salvaguardar la seguridad jurídica, consistente en que, cuando se presenten asuntos que revistan las características de interés y trascendencia, sea el Máximo Tribunal de la República quien emita la sentencia que, en principio, correspondería pronunciar a un tribunal de menor jerarquía".
Así lo prevé la jurisprudencia 2a./J. 174/2013 (10a.), que se lee bajo el rubro y texto siguiente:

"FACULTAD DE ATRACCIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 107, FRACCIÓN VIII, PENÚLTIMO PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. PROCEDE SU EJERCICIO PARA CONOCER DE LOS RECURSOS DE QUEJA. Si bien es cierto que el citado precepto, al establecer que la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de oficio o a petición fundada del correspondiente Tribunal Colegiado de Circuito, o del Procurador General de la República, podrá conocer de los amparos en revisión que por su interés y trascendencia así lo ameriten, únicamente menciona a ese tipo de amparos sin referirse a los recursos de queja, también lo es que tal omisión no es obstáculo para que este Alto Tribunal, si así lo estima pertinente, ejerza la facultad de atracción para conocer de dichos recursos, toda vez que la teleología del referido precepto es fijar una facultad genérica tendente a salvaguardar la seguridad jurídica, consistente en que, cuando se presenten asuntos que revistan las características de interés y trascendencia, sea el Máximo Tribunal de la República quien emita la sentencia que, en principio, correspondería pronunciar a un tribunal de menor jerarquía. Esta conclusión se corrobora con el hecho de que si la facultad de atracción se refiere expresamente a los recursos de revisión promovidos contra las sentencias dictadas en los juicios de amparo indirecto (cuyo objeto es revocar, confirmar o modificar el fallo impugnado), con mayor razón debe estimarse que puede ejercerse respecto de los recursos de queja interpuestos contra resoluciones emitidas en un procedimiento tendente a ejecutar dichas sentencias, máxime cuando tal procedimiento es de orden público".

Ahora, es cierto que dicho criterio jurisprudencial, en su última parte hace referencia a los recursos de queja interpuestos contra resoluciones emitidas dentro del procedimiento de ejecución de sentencia de amparo, sin embargo, el análisis de los precedentes que dieron origen a la referida jurisprudencia, permite advertir que ésta no se limita a dichos supuestos, ya que la alusión a las quejas interpuestas contra resoluciones emitidas en el desarrollo de la ejecución de los fallos protectores, fue una cuestión meramente ejemplificativa del argumento judicial principal.

En efecto, para determinar la correcta aplicación y alcance de los precedentes jurisprudenciales, es oportuno diferenciar entre las razones propiamente decisorias del asunto o consideraciones principales -ratio decidendi- y las razones que son utilizadas únicamente para complementar la resolución jurisdiccional secundaria -obiter dictum-.
Así, la consideración principal o razón decisoria, puede entenderse como la enunciación de la argumentación con base en la cual el problema jurídico ha sido realmente resuelto, esto es, aquellas partes de la opinión jurisdiccional conforme a las cuales se da propiamente la respuesta a la controversia legal que plantean las partes y, que por ende, constituyen los argumentos jurídico-racionales conforme a los cuales deben fallarse los casos subsiguientes que resulten iguales o con similaridades sustanciales. En suma, la consideración principal es el principio jurídico propuesto por el juez como base de su decisión.

Aunado a las referidas argumentaciones, se presentan a menudo otro tipo de razonamientos en los fallos jurisdiccionales que, si bien se relacionan con la decisión principal o esencial, resultan simplemente accesorios o auxiliares a ésta, en tanto que su naturaleza o finalidad consiste únicamente en complementar tal decisión -obiter dictum-, ya sea porque la ejemplifican o corroboran, o bien, introducen algún tema jurídico que abunda en lo ya resuelto: son razones que se dan a mayor abundamiento. Esto es, las consideraciones secundarias son argumentos incidentales o colaterales a las razones que sustentan el sentido del fallo.

Lo anterior de alguna manera ha sido reconocido por este Alto Tribunal en las tesis que se leen bajo el siguiente texto y rubro:

"AGRAVIOS INOPERANTES. LO SON AQUELLOS QUE COMBATEN ARGUMENTOS ACCESORIOS EXPRESADOS EN LA SENTENCIA RECURRIDA, MÁXIME CUANDO ÉSTOS SEAN INCOMPATIBLES CON LAS RAZONES QUE SUSTENTAN EL SENTIDO TORAL DEL FALLO. En términos del artículo 88 de la Ley de Amparo, la parte a quien perjudica una sentencia tiene la carga procesal de demostrar su ilegalidad a través de los agravios correspondientes, lo que se cumple cuando los argumentos expresados se encaminan a combatir todas las consideraciones en que se apoya la resolución impugnada. Ahora bien, los agravios resultan inoperantes cuando tienen como finalidad controvertir argumentos expresados por el órgano de control constitucional en forma accesoria a las razones que sustentan el sentido del fallo, sobre todo cuando sean incompatibles con el sentido toral de éste, porque aunque le asistiera la razón al quejoso al combatir la consideración secundaria expresada a mayor abundamiento, ello no tendría la fuerza suficiente para que se revocara el fallo combatido, dado que seguiría rigiendo la consideración principal, en el caso la inoperancia del concepto de violación"
.

"SOBRESEIMIENTO, FALTA DE AGRAVIOS CONTRA EL FALLO DE. Son inoperantes los agravios cuando ataquen una consideración accesoria que, a guisa de mayor abundamiento, se haya expuesto para decretar el sobreseimiento, pero que no hagan impugnación alguna de la consideración esencial en que se haya fundado tal sobreseimiento y suponiendo que fuesen plenamente fundados, el efecto que producirían, sería la destrucción de una consideración secundaria en que se apoyó la sentencia recurrida, y ello ninguna trascendencia tiene para la revocación de la misma, puesto que subsiste incólume por inatacada, la consideración esencial que sirvió de fundamento, y en tales condiciones, debe confirmarse la mencionada resolución"
.

En ese contexto, la diferenciación entre las consideraciones principales y las consideraciones secundarias que dan sustento a un criterio jurisprudencial, constituye una herramienta útil que permite al operador jurídico determinar su ámbito de aplicación.
En esa inteligencia, del análisis que se realiza de las solicitudes de ejercicio de facultad de atracción 302/2012, 341/2012, 227/2013, 222/2013 y 329/2013 que dieron origen a la citada jurisprudencia 2a./J. 174/2013 (10a.), se advierte que las consideraciones principales por las que se sostuvo que es procedente ejercer la facultad de atracción para conocer de los recursos de queja, son las siguientes:

· El interés y la trascendencia suponen que el asunto revista características especiales, "mismas que no derivan de la naturaleza procesal de la resolución recurrida -sentencia o auto- o de las causas que conduzcan a la instancia de la revisión, sino de la importancia intrínseca de la materia del amparo en cuestión, es decir, de sus elementos materiales". 
En estas condiciones, para abandonar el reparto de competencias determinado por las leyes y atraer un asunto para su análisis y resolución, la Suprema Corte debe considerar que el caso es excepcional, "el cual no debe estar vinculado a factores subjetivos", sino que el asunto sea de interés y trascendencia "por los razonamientos jurídicos implicados, distinguiéndolo de la totalidad o mayoría de asuntos, por las consecuencias jurídicas que para el orden jurídico nacional traería resolverlo". 
· De ahí que si bien la fracción VIII del artículo 107 de la Constitución Federal, al aludir a la facultad de atracción únicamente menciona los “amparos en revisión” y no hace referencia a los recursos de queja, debe decirse que tal omisión no es obstáculo para que este Alto Tribunal, si así lo estima pertinente, ejerza la facultad de atracción para conocer de estos últimos recursos, "toda vez que la teleología de la citada disposición constitucional no es limitar dicha facultad exclusivamente para los amparos en revisión; al contrario, la finalidad es fijar una facultad genérica tendente a salvaguardar la seguridad jurídica y que consiste precisamente en que cuando se presenten asuntos que revistan las mencionadas características de interés y trascendencia, sea este Alto Tribunal el que emita la sentencia que, en principio, correspondería pronunciar a un Tribunal de menor jerarquía". 
Y una vez precisado lo anterior, es que esta Segunda Sala estableció que: "[esta conclusión se corrobora con el hecho de que si la facultad de atracción se refiere expresamente a los recursos de revisión que se interponen en contra de las sentencias que se dictan en los juicios de amparo indirecto (cuyo objeto es revocar, confirmar o modificar el fallo impugnado), con mayor razón debe estimarse que dicha facultad puede ejercerse respecto de recursos de queja que se interponen en contra de resoluciones que se emiten en un procedimiento tendente a ejecutar dichas sentencias"].

En ese sentido, se colige que la alusión a los recursos de queja que se relacionen con el procedimiento dirigido a ejecutar las sentencias de amparo, es una consideración meramente secundaria que únicamente se utilizó para corroborar la consideración principal del fallo -a saber, que la facultad de atracción prevista en la fracción VIII del artículo 107 de la Constitución Federal, no debe entenderse acotada a los “amparos en revisión”-, y por ende, la jurisprudencia 2a./J. 174/2013 (10a.) reconoce una "facultad genérica" de este Alto Tribunal para atraer los recursos de queja, siempre y cuando revistan las mencionadas características de interés y trascendencia.
TERCERO. Antecedentes del asunto. Para estar en aptitud de establecer si se reúnen los requisitos precisados en el considerando que antecede, particularmente los de carácter material –importancia y trascendencia–, es menester analizar el asunto cuya atracción se solicita en su integridad considerando para ello los antecedentes del acto reclamado, las consideraciones de la resolución recurrida y los agravios propuestos en el recurso, sin que ello implique prejuzgar sobre el fondo del asunto. Así, se desprende de la tesis P.CLI/96 del Tribunal Pleno que se lee bajo el rubro: "ATRACCIÓN, FACULTAD DE. EL ANÁLISIS DE LA PROCEDENCIA DE SU EJERCICIO OBLIGA A EXAMINAR EL ASUNTO EN SU INTEGRIDAD, SIN PREJUZGAR SOBRE EL FONDO"
.
I. Demanda de amparo y proveído recurrido. Ante la Oficina de Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Federal, los quejosos demandaron el amparo y protección de la Justicia Federal contra la Ley General para la Atención y Protección a Personas con la Condición de Espectro Autista, y la Ley General de Educación, en específico, sus artículos 33, fracción IV bis y 41.
En la demanda manifestaron contar con "autismo u otras discapacidades diversas" y designaron como representante común a Filippo Orsenigo.
Al pronunciarse sobre la admisibilidad de dicha demanda, el Juez Decimosexto de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Federal consideró que, al haber afirmado diversos quejosos que cuentan con una discapacidad, se debería estar a lo que prevé el artículo 8 de la Ley de Amparo que señala:

"Artículo 8.- El menor de edad, persona con discapacidad o mayor sujeto a interdicción podrá pedir amparo por sí o por cualquier persona en su nombre sin la intervención de su legítimo representante cuando éste se halle ausente, se ignore quién sea, esté impedido o se negare a promoverlo. El órgano jurisdiccional, sin perjuicio de dictar las providencias que sean urgentes, le nombrará un representante especial para que intervenga en el juicio, debiendo preferir a un familiar cercano, salvo cuando haya conflicto de intereses o motivo que justifiquen la designación de persona diversa.

Si el menor hubiere cumplido catorce años, podrá hacer la designación de representante en el escrito de demanda".
En ese contexto, el Juez Federal determinó que si bien el citado artículo establece que el órgano jurisdiccional debe nombrar un representante especial para las personas con discapacidad, prefiriendo a un familiar cercano, lo cierto es que al haber sido promovida la demanda por ciento cuarenta personas, sería impráctico requerir a cada una para que señalen cuáles son los parientes que podrían actuar en ese carácter, y por ende, solicitó al Instituto Federal de Defensoría Pública que "asigne un asesor jurídico, de preferencia especialista en derechos humanos, para que comparezca ante este órgano judicial, a efecto de que sea su representante especial, en el entendido de que su función se limita a coadyuvarlos para el mejor trámite del presente asunto".
II. Recurso de queja. Inconformes con la determinación referida los quejosos, a través de su autorizada, interpusieron recurso de queja en el que adujeron, sustancialmente lo siguiente:
· En el primer agravio señalan que el proveído impugnado vulnera los derechos humanos de acceso a la justicia e igualdad ante la ley, previstos en los artículos 1 y 7 de la Constitución Federal, con relación a los diversos 4.3, 12 y 13 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, en virtud de que en la demanda de amparo señalaron como representante común a Filippo Orsenigo; sin que en el proveído recurrido el Juez se haya pronunciado al respecto y, por ende, existe incertidumbre jurídica respecto a si tal representante puede actuar en juicio, lo que se corrobora tomando en consideración el nombramiento oficioso que realizó el juzgador de un representante especial.
En ese contexto, al no existir un pronunciamiento sobre la designación del representante común de los quejosos, existe una violación al derecho de igualdad ante la ley, respecto de cualquier otro grupo de promoventes de amparo; máxime que la importancia de tal nombramiento radica en el derecho de los quejosos a controlar su proceso, tomar decisiones sobre sus intereses y ejercer las actuaciones que sean necesarias dentro del juicio.
· En el segundo afirman que la designación de un representante especial vulnera el derecho humano de acceder a la justicia en condiciones de igualdad, previsto en los artículos 1 y 7 de la Constitución Federal, con relación a los diversos 2, 3, 5, 12 y 13 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, ya que en la especie la aplicación del artículo 8 de la Ley de Amparo: (I) no fue solicitada por los quejosos; (II) la actuación de los representantes especiales no está legalmente limitada a la voluntad de los promoventes de amparo; y (III) dicha medida se contrapone con la facultad de los justiciables de designar a un representante legal en la demanda de amparo.
· Asimismo, aducen que el artículo 8 de la Ley de Amparo resulta contrario al derecho humano de acceso a la tutela judicial efectiva, toda vez que la designación oficiosa de un representante especial no se traduce en una medida de protección para la persona, pues si bien el legislador podría tener la intención de proteger a las personas que se consideren “vulnerables” o “débiles”, lo cierto es que en tratándose de personas con discapacidad mayores de dieciocho años, cualquier medida positiva para igualarlos al resto de la población tiene que ser consistente con el principio superior contenido en el artículo 3, inciso a), de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, conforme al cual se debe respetar "la dignidad, la autonomía individual, incluida la libertad de tomar las propias decisiones, y la independencia de las personas". Esto implica que en el caso de los derechos de las personas con discapacidad, el "valor del respeto por sus propias decisiones", constituye una herramienta hermenéutica a partir de la cual se debe interpretar cualquier norma o institución creada en su beneficio.
· En esa tesitura, sostienen que ni el legislador ni las autoridades jurisdiccionales, tienen la atribución de imponer ajustes de procedimiento que se contrapongan a la voluntad expresa de las personas con discapacidad que sean mayores de edad, pues tal actuación resultaría contradictoria con los principios de dignidad y respecto de la autonomía de tales individuos; máxime que en estos casos la toma de decisiones debe regirse por el criterio de “mejor preferencia” de la persona con discapacidad y no así por el diverso de “mejor interés”.

En el entendido de que no resultaría asequible realizar una interpretación conforme del artículo 8 de la Ley de Amparo, en virtud de que tal disposición resulta discriminatoria, en sí misma, de las personas con discapacidad, ya que prevé un modelo de toma de decisiones paternalista que vulnera su libertad y autonomía.
· En el tercer agravio señalan que procede ejercer el control del parámetro de regularidad constitucional sobre el artículo 8 de la Ley de Amparo, ya que es válido que el tribunal revisor ejerza tal control sobre las disposiciones del referido ordenamiento legal que hayan sido aplicadas en perjuicio de los quejosos durante la tramitación del juicio de amparo, a través de alguno de los medios de impugnación que la propia ley de la materia prevé, como lo es el recurso de queja interpuesto en la especie.
En el entendido de que el referido precepto es contrario a los derechos humanos de igualdad ante la ley y acceso a la tutela judicial efectiva, en virtud de que derivado de la condición de discapacidad con la que cuentan los quejosos, se les designa un representante especial, en detrimento del derecho convencional a reconocerse plenamente la "capacidad jurídica universal" de las personas con discapacidad, esto es, a la obligación estatal de permitir el acceso a una representación jurídica en igualdad de condiciones.
III. Solicitud de facultad de atracción. A consideración del Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, el análisis de los argumentos antes precisados permite colegir que el caso cumple con los requisitos de importancia y trascendencia para que la Suprema Corte de Justicia de la Nación, atraiga para su conocimiento el recurso de queja, en virtud de que "se reclama la inconstitucionalidad del artículo 8 de la Ley de Amparo, que prevé la figura del representante especial para personas con discapacidad, lo cual estiman los recurrentes afecta sus derechos a la igualdad ante la ley y acceso a la justicia, porque establecen un trato diferenciado para las personas que promuevan la protección constitucional".
De ahí que al impugnarse la referida disposición de la ley de la materia, "implica examinar temas aún no resueltos por la Suprema Corte de Justicia de la Nación en los términos del artículo 217 de la Ley de Amparo, y que se consideran de importancia y trascendencia".
CUARTO. Análisis de los requisitos que condicionan la procedencia del ejercicio de la facultad de atracción. En virtud de que el ejercicio de la facultad de atracción se solicitó por los Magistrados del Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, es dable sostener que los requisitos formales se encuentran satisfechos.
Asimismo, de los antecedentes que informan el presente asunto, se desprende que se satisfacen los requisitos materiales para que este Alto Tribunal ejerza su facultad de atracción para conocer del citado juicio de amparo, ya que su análisis preliminar permite establecer que algunos de los temas que subsisten en el recurso de queja revisten un interés relevante, en tanto es menester establecer si el artículo 8 de la Ley de Amparo que permite al juzgador nombrar un representante especial, entre otros supuestos, cuando el promovente de amparo cuente con alguna discapacidad, transgrede los derechos humanos de acceso a la justicia, igualdad ante la ley y reconocimiento a la personalidad y capacidad jurídica, previstos en los artículos 1º y 7º de la Constitución Federal, con relación a los diversos 2, 3, 4.3, 5, 12 y 13 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad.
Con base en lo anterior, se justifica que esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación  ejerza la facultad de atracción solicitada, ya que el asunto de que se trata reviste características de interés y trascendencia para el orden jurídico nacional, dado de que no existe criterio jurisprudencial de esta Suprema Corte sobre la regularidad constitucional del referido dispositivo de la ley de la materia, lo que significa que su resolución permitiría establecer un criterio de carácter excepcional y novedoso.
Además, debe tenerse en cuenta que esta Segunda Sala, en diversos precedentes, sostuvo "que a través de los recursos previstos en la Ley de Amparo, a instancia de parte, procede excepcionalmente que este Alto Tribunal examine la constitucionalidad de las disposiciones de ese ordenamiento aplicadas dentro del juicio constitucional", siempre y cuando se den los siguientes supuestos: (I) se hayan aplicado en perjuicio del recurrente en el auto o resoluciones concretas de los órganos que conozcan del juicio de amparo; (II) la impugnación de normas de la ley de la materia, cuya aplicación se actualice efectivamente dentro de los asuntos de la competencia de los órganos jurisdiccionales que conocen de ese juicio y que trasciendan al sentido de la decisión adoptada; y (III) la existencia de un recurso procedente contra el acto de aplicación de los preceptos de esa ley tildados de inconstitucionales, en el cual pueda analizarse tanto la legalidad de su acto de aplicación, como la regularidad constitucional de esas normas, en su caso.
Lo anterior es así, porque la pretensión del recurrente en esos casos no es la de obtener una declaratoria de inconstitucionalidad del fundamento del acto reclamado en el juicio de amparo, sino "la de evitar que la decisión del tribunal de amparo se sustente en un precepto que considera es contrario a la Constitución", legitimándolo en consecuencia para proponer su estudio dentro de los recursos que prevé el citado ordenamiento legal, como lo es la revisión en amparo directo.
Ilustran lo anterior, la jurisprudencia 2a./J. 39/2014 (10a.) y las tesis 2a. CXXIII/2013 (10a.)  y 2a. XLI/2014 (10a.) que se leen bajo los rubros:

"REVISIÓN EN AMPARO INDIRECTO. PROCEDE ANALIZAR LOS PLANTEAMIENTOS SOBRE LA INCONSTITUCIONALIDAD DE LAS DISPOSICIONES DE LA LEY DE AMPARO APLICADAS POR EL JUEZ DE DISTRITO EN LA SENTENCIA RECURRIDA".
 

"LEY DE AMPARO. EL ANÁLISIS SOBRE LA CONSTITUCIONALIDAD DE SUS PRECEPTOS EN LOS RECURSOS COMPETENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, REQUIERE DE ARGUMENTOS MÍNIMOS DE IMPUGNACIÓN"
.
"REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. ES PROCEDENTE CUANDO SE IMPUGNA LA CONSTITUCIONALIDAD DE UN ARTÍCULO DE LA LEY DE AMPARO QUE SIRVIÓ DE FUNDAMENTO PARA DECRETAR EL SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO"
.

En ese sentido, si mediante los recursos de queja se combaten las  disposiciones de la Ley de Amparo que hayan sido aplicados en perjuicio del justiciable en el auto o resolución recurrida, entonces debe estimarse que su resolución conlleva a sustentar un criterio de importancia y trascendencia para el orden jurídico nacional, lo cual da lugar a que esta Suprema Corte de Justicia de la Nación lo atraiga para su conocimiento.
QUINTO. Decisión. De acuerdo con la consideración que antecede, esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ejerce su facultad de atracción para conocer del recurso de queja 186/2015 del índice del Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito.
En términos similares, esta Segunda Sala resolvió las solicitudes de ejercicio de la facultad de atracción 295/2015, 412/2014 y 489/2014.
Por lo expuesto y fundado, se resuelve:
PRIMERO. Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ejerce la facultad de atracción a que este expediente se refiere.

SEGUNDO. Remítanse los autos a la Subsecretaría General de Acuerdos de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, para los efectos legales consiguientes.
Notifíquese; y, en su oportunidad, archívese el expediente como asunto concluido. 
Así lo resolvió la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por mayoría de tres votos de los señores Ministros Javier Laynez Potisek, Margarita Beatriz Luna Ramos y Presidente Alberto Pérez Dayán (ponente). Los señores Ministros Eduardo Medina Mora I. y José Fernando Franco González Salas emiten su voto en contra.
Firma el Ministro Presidente y Ponente, con el Secretario de Acuerdos de la Segunda Sala que autoriza y da fe.

PRESIDENTE Y PONENTE:

MINISTRO ALBERTO PÉREZ DAYÁN.
SECRETARIO DE ACUERDOS:
LIC. MARIO EDUARDO PLATA ÁLVAREZ.
Esta hoja forma parte de la Solicitud de Ejercicio de la Facultad de Atracción 454/2015. Solicitante: Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito. Fallado el diecisiete de febrero de dos mi dieciséis; por mayoría de tres votos; en el sentido siguiente: PRIMERO. Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ejerce la facultad de atracción a que este expediente se refiere. SEGUNDO. Remítanse los autos a la Subsecretaría General de Acuerdos de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, para los efectos legales consiguientes.- Conste. 
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� Tesis 1a./J. 19/2009, consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXIX, marzo de 2009, página 5. Décima Época.


� Visible en el Semanario Judicial de la Federación, Tomo LXXVI, página 1362. Quinta Época.


 � Consultable en la página 6 del Tomo IV, Diciembre de 1996, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Novena Época.





� Consultable en la página 984 del Libro 6, mayo de 2014, tomo II, de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Décima Época.


� Visible en el Semanario Judicial de la Federación, Libro 2, Enero de 2014, Tomo II, pág. 1587. Décima Época.


� Consultable en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 6, Mayo de 2014, Tomo II, página: 1097. Décima Época.






